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	Hora: 
	9:00 a.m.

	Imputado: 
	Juan Manuel Gómez Rincón

	Cédula de ciudadanía No:
	1.093.217.959 de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delito:
	Homicidio y Porte Ilegal de Arma de Fuego

	Víctima:
	Víctor Alfonso Arias Carmona

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por defensa y fiscal, contra la decisión interlocutoria de fecha trece (13) de junio-08, por medio de la cual se negó un preacuerdo.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veinte (20) de mayo del presente año a eso de las 6:50 p.m., ingresó al establecimiento de comercio denominado “Bar del Viejo Pérez” ubicado en la carrera 15 No 19-10 de Santa Rosa de Cabal, quien fuera identificado posteriormente como JUAN MANUEL GÓMEZ RINCÓN, quien con arma en mano y sin mediar palabra disparó contra la humanidad del señor VÍCTOR ALFONSO ARIAS CARMONA, a consecuencia de lo cual falleció en el acto.

El agresor emprendió la fuga y fue aprehendido instantes después por unidades adscritas al Batallón “Vencedores” que se encontraban por el sector, quienes pudieron apreciar el momento en que el perseguido intentó deshacerse del artefacto de fuego. Se estableció que GÓMEZ RINCÓN no contaba con permiso para portar el instrumento incautado.
1.2.- El día veintiuno (21) de mayo del presente año, a instancias de la Fiscalía, se llevaron a cabo ante el Juzgado Penal Municipal con funciones de Control de Garantías de esa municipalidad, las audiencias preliminares de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento. Se declaró legal la primera, se atribuyeron como punibles en concurso el Homicidio simple voluntario y el Porte Ilegal de Arma de Fuego y municiones (arts. 103 y 365 C.P. respectivamente), y se decretó la detención preventiva en forma intramural. El indiciado ACEPTÓ los cargos.

1.3.- Al día siguiente, veintidós (22) de mayo-08, entre Fiscalía y procesado debidamente asistido por un defensor público, se celebró un PREACUERDO en los siguientes términos:

“[…] la Fiscalía […] solicitará al Juez de conocimiento que al momento de fijar la pena, la misma sea equivalente a 9 (nueve) años y dos (2) meses de prisión, que corresponde al injusto de Homicidio simple en concurso con Tráfico, Fabricación o Porte de Armas de Fuego, previsto y sancionado en nuestra legislación penal en sus reglas 103 y 365, este último modificado por el artículo 38 de la ley 1142 de 2007. A la sumatoria aludida se le efectúa el descuento a que tiene derecho, según lo dispone el artículo 351 del elenco procesal penal en la proporción allí consignada”.

1.4.- Presentado el caso ante la Juez Única Penal del Circuito de esa población, su titular procedió a fijar fecha para audiencia de “Estudio de Preacuerdo”, la que tuvo lugar el día trece (13) de Junio de 2008. En ella, la funcionaria consideró que no era procedente acceder a un PREACUERDO celebrado con posterioridad a la audiencia de imputación dentro de la cual se dio un ALLANAMIENTO unilateral a los cargos formulados por el ente acusador. Para sustentar su tesis, tuvo en cuenta: (i) el imputado, debidamente asistido e informado, de manera libre y voluntaria, aceptó los cargos que le fueron puestos de presente ante el Juzgado de Garantías, momento en el cual “no existió ningún condicionamiento, ni referencia alguna a preacuerdo”; (ii) la Juez de Control de Garantías aprobó ese allanamiento, al no encontrar violación de garantías fundamentales, con lo cual, finiquitó el asunto; (iii) sorprende que el Fiscal decida actuar por fuera de lo que dispone la ley y en vez de remitir lo actuado para que se dispusiera la audiencia de individualización de pena por parte del Juez de conocimiento, al día siguiente celebre un preacuerdo para condicionar la pena -único objeto de la transacción-, cuando al decir de la jurisprudencia nacional -casación con radicación 29002-: “suscrita el acta (de allanamiento o de preacuerdo) tanto el fiscal como el juez de garantías pierden competencia para seguir actuando”. 
1.5.- Fiscal y defensor, se mostraron inconformes con esa determinación, el primero interpuso de manera directa el recurso de apelación, en tanto el segundo solicitó reposición y en subsidio apelación. El disenso fue sustentado en debida forma por parte del profesional que vela por los intereses del imputado, bajo el criterio según el cual: “eso ya se venía haciendo y el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, lo permite”. Al dársele traslado al no recurrente, su posición fue avalada por parte  del representante del ente acusador, en similares términos. La funcionaria cognoscente se sostuvo en su posición, motivo por el cual los registros fueron remitidos a esta corporación con el fin de proveer la segunda instancia.

2.- El Debate

2.1.- Fiscal -recurrente-
Solicita la revocación de la providencia impugnada, con fundamento en:
- Es verdad que al momento de la audiencia preliminar de imputación hubo un allanamiento a cargos; sin embargo, antes de ese acto público ya las partes habían entrado en conversación a efectos de realizar un preacuerdo, sólo que omitieron ponerlo de presente ante el Juzgado de Control de Garantías y decidieron presentarlo al día siguiente ante la Juez de conocimiento como es lo dispuesto por la ley.

- El procesado estaba consciente de los términos de esa negociación y precisamente por eso aceptó los cargos desde el primer momento.

- No obstante ello, la funcionaria de conocimiento no tuvo en cuenta esa secuencia, muy a pesar de haberlos interrogado al respecto, y concluyó diciendo que las partes habían obrado “por fuera del marco legal”. Se trata de un comentario desafortunado que no concita la realidad de las cosas.
- Hace referencia a una Sentencia de Casación Penal del 12 de septiembre de 2007, radicación 27.759, M.P. Alfredo Gómez Quintero, para indicar que se cumplieron las exigencias de los preacuerdos en cuanto se partió de una imputación clara que es el prime requisito esencial.
- La Fiscalía, en asocio con la Defensa, determinó el monto de la pena y la reducción por el allanamiento, motivo por el cual no cree haber violado la ley ni garantía fundamental alguna.
2.2.- Defensor -recurrente-

Está en un todo de acuerdo con lo esbozado por el señor Fiscal y agrega:

- Tanto él como su procurado entraron en diálogo con el señor Fiscal desde antes de las audiencias preliminares y llegaron a un acuerdo, mismo que no se puso en conocimiento del Juzgado de Control de Garantías porque pensaron que lo correcto para ese instante era únicamente la aceptación de los cargos y que posteriormente llevaron la negociación ante la Juez de conocimiento.

- Ese proceder ya se había hecho en otras ocasiones sin contratiempo alguno, razón por la cual no encuentra razón para que ahora se inadmita que porque estaban infringiendo la ley en término de la sentenciadora. 
- Lo que censura la funcionaria, es el hecho de no haber condicionado el allanamiento ante el Juzgado de Control y dado que al no haberlo hecho en esa primera audiencia ya con posterioridad no era permitido, porque se trataría de un acto “sorpresivo”. Se resalta igualmente, la pérdida de la competencia por parte del Fiscal desde aquél momento, razón por la cual ya no estaba facultado para llegar a ninguna negociación.
- Considera entonces que la determinación debe revocarse, porque: (i) estamos en un sistema oral que autoriza la conversación entre las partes y eso hicieron; (ii) pudo ser un error el no haber informado al Juez de Control de Garantías acerca de que ya tenían un preacuerdo, pero tal irregularidad es perfectamente subsanable; incluso, corresponde aplicar aquí el principio de la buena fe porque no es posible que la Jueza dude de las partes que están informando que esa negociación se había concretado incluso antes de las audiencias preliminares; (iii) lo que hicieron no está por fuera de la ley, ellos podían acordar sobre la pena y así se hizo; (iv) el escrito fue allegado a tiempo y no en forma extemporánea; (v) se trata de un error más de procedimiento que sustancial y esto debe prevalecer por sobre lo formal; y finalmente, (vi) es necesario hacer primar el principio de lealtad y el de favorabilidad por sobre todo lo demás.
3.- La Decisión

Tiene competencia el Tribunal para conocer de la apelación interpuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 34.1 de la Ley 906 de 2004, en atención a los factores objetivo, territorial y funcional, en tanto fue presentada por sujetos procesales legitimados para hacerlo. Y se hará de fondo al no vislumbrarse afectación sustancial en el trámite que amerite un pronunciamiento previo que aniquile lo actuado hasta el momento.

La impugnación es conjunta entre Fiscalía y Defensa, porque ninguna de las partes estuvo de acuerdo con la decisión judicial de desestimar de plano el preacuerdo puesto en consideración. La respetuosa discrepancia se hace consistir en que para los hacedores de la negociación, ella procede no obstante la existencia previa de un allanamiento unilateral a cargos, en tanto para la juez de instancia son abiertamente incompatibles. En esos términos, a esta colegiatura le corresponde resolver: (i) si la existencia previa de un allanamiento a cargos impide que las partes confrontadas realicen con posterioridad una negociación preacordada; (ii) de ser ello posible, qué condiciones se requieren para su viabilidad; y (iii) si lo llevado a cabo en esta actuación es válido o amerita alguna corrección por parte de la judicatura. 

Como punto de partida, debemos sostener, no obstante los diversos entendimientos doctrinales y jurisprudenciales en esta materia derivados de una pésima técnica legislativa en la redacción de las normas que componen el Capítulo Único, Título II de la Ley 906 de 2004, que el allanamiento unilateral a cargos y las negociaciones preacordadas son instituciones diferentes.

En esta materia es contundente lo aseverado por el órgano de cierre en materia constitucional cuando expuso:

“Una lectura sistemática del nuevo estatuto procesal penal permite deslindar dos modalidades de terminación anticipada del proceso perfectamente diferenciadas en su estructura, consecuencias y objetivos político criminales: (i) Los preacuerdos y negociaciones entre el imputado o acusado y el fiscal; y (ii) la aceptación unilateral de cargos por parte del imputado o acusado.

En el primer caso se trata de verdaderas formas de negociación entre el fiscal y el procesado, respecto de los cargos y sus consecuencias punitivas, las cuales demandan consenso. En el segundo caso, el presupuesto es la aceptación de los cargos por parte del procesado, es decir que no existe transacción y en consecuencia no requiere consenso.

En cuanto a la primera modalidad el Título II del Libro III de la Ley 906 de 2004 introduce una regulación sistemática e integral del nuevo instituto, de los “Preacuerdos y Negociaciones entre la Fiscalía y el imputado o acusado”, con las reglas específicas relativas a finalidades (348), improcedencia (349), oportunidad (350 y 352), modalidades (351), aceptación total o parcial de cargos (353).

Los preacuerdos y negociaciones comportan en su esencia aceptación de responsabilidad por parte del imputado o acusado, es decir aceptación total o parcial de cargos como producto del acuerdo. Así lo plasman de manera explícita los artículos 350, 351, 352 y 353 de la ley 906/04.

Es claro sin embargo, que esta modalidad de terminación anticipada del proceso (aceptación preacordada de responsabilidad), no es la única que contempla el nuevo estatuto procedimental. Al margen del Título II del Libro III, relativo a los preacuerdos y negociaciones, existe una sistemática que estructura la segunda modalidad: la aceptación unilateral de los cargos por el procesado. Así el artículo 293 estipula:

”Procedimiento en caso de aceptación de la imputación (en la audiencia de formulación de imputación): Si el imputado, por iniciativa propia o por acuerdo con la Fiscalía acepta la imputación, se entenderá que lo actuado es suficiente como acusación” (original sin subrayas).

De esta norma es posible deducir la existencia de dos modalidades de aceptación de cargos en el momento de la formulación de imputación: una unilateral y otra preacordada. La primera implica para el investigado “allanarse a la imputación y obtener una rebaja de pena” tal como lo señala el artículo 288 numeral 3° del estatuto en cuestión, que remite para efectos de su cuantificación al artículo 351 que contempla una rebaja de hasta de la mitad de la pena imponible”.

En atención a esa distinción tajante entre una figura y otra, deberíamos concluir inevitablemente, como lo hizo la Juez de primer grado, que se trata de instituciones incompatibles e irreconciliables entre sí, y no admiten conjugación o complementación, porque se daría lugar a una mezcla indebida entre “estructuras, consecuencias y objetivos político criminales totalmente diferentes”. A todo lo cual se agregaría algo sustancial, y consiste en que mientras el allanamiento a cargos es una figura cuya admisión o rechazo está en cabeza del Juez de Control de Garantías, la negociación preacordada debe ser sometida a la aprobación de un funcionario diferente, no otro que el Juez de Conocimiento.

No obstante lo que se acaba de asegurar, el Tribunal advierte que esa separación o escisión entre las dos instituciones que la ley establece para terminar anormalmente un proceso, no es absoluta sino relativa, y explicamos:

En una observación detallada de la jurisprudencia que se acaba de citar, encontramos de suma importancia el que se haya dejado claro que en el mismo acto de imputación es factible que se puedan presentar tanto el allanamiento como el preacuerdo, es decir, que ese momento procesal no es exclusivo para las aceptaciones unilaterales, sino que también es expedito para las aceptaciones bilaterales o preacuerdos. Siendo así, no se podría llegar a sostener válidamente que como en esa primera aparición sólo procede el allanamiento a cargos ante el Juez de Control, entonces una vez surgido a la vida jurídica haría impertinente toda otra figura adicional, puesto que, se repite, tanto la una como la otra son factibles para ese instante, con la diferencia que de presentarse en el momento citado una negociación preacordada, su aprobación quedaría supeditada al pronunciamiento posterior del Juez de conocimiento.

En ese orden de ideas, a juicio de este Tribunal, la posibilidad de entrelazar ambas figuras quedaría dependiendo de una sola cosa: QUE ENTRE LAS DOS NO SE VIOLE EL CONTENIDO EXPRESO DEL INCISO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 351 DE LA LEY 906 DE 2004, cuando prescribe: “También podrán el fiscal y el imputado llegar a un preacuerdo sobre los hechos imputados y sus consecuencias. Si hubiere un cambio favorable para el imputado con relación a la pena por imponer, esto constituirá la única rebaja compensatoria por el acuerdo”. Significa lo anterior, que si al mezclar esos institutos -el allanamiento y la negociación- existe la posibilidad de infracción a ese dispositivo, sobrevendría inevitable una declaración de incompatiblidad; empero, si esa exigencia normativa no se afecta, la conjugación sería procedente por no infringir disposición legal o garantía sustancial alguna. De allí la razón para que esta Sala concluya que la separación entre las dos formas de terminación anticipada del proceso no sea absoluta sino relativa, al quedar dependiendo de la no infracción a esa prohibición.
La titular del juzgado de primera instancia, con todo el ánimo de acertar en su determinación, optó por negar el enlace pretendido entre el inicial allanamiento a cargos y la negociación subsiguiente, porque tuvo en mente el siguiente aparte jurisprudencial contenido en Sentencia de Casación Penal del 31 de marzo del presente año, expediente 29.002: “Considera la Corte que la elaboración de un escrito de acusación, adicional a lo actuado, en estos casos: […] puede comportar consecuencias indeseadas, como cuando un fiscal lo presenta tardíamente ante el juez, o como cuando a través de él se pretendan incluir agravantes o atenuantes, o –en fin- se busque modificar los términos del preacuerdo. Más grave sería, por ejemplo, que allanado el imputado (y verificada por el juez de garantías la preservación de las mismas), el fiscal introdujera alguna modificación a la tipicidad, o se refiriera a la pena o algún subrogado, todo ello –desde luego- por fuera del marco de su competencia, pues no ha de olvidarse que suscrita el acta (de allanamiento o de preacuerdo) tanto fiscal como juez de garantías pierden competencia para seguir actuando, pues lo hasta ahí adelantado debe remitirse al de conociendo para que cite a audiencia de individualización de pena (en el primer caso) o audiencia de aprobación del acuerdo si se trata de preacuerdo”. Esa afirmación de la alta Corporación, es totalmente lógica en atención a que tanto el Juez como el Fiscal no deben seguir ejerciendo sus funciones oficiales, el primero porque ya definió lo que le correspondía y el segundo porque no requiere seguir investigando, bajo el entendido que lo actuado pasará al Juez de conocimiento para lo de su cargo. 

Pero lo dicho debe comprenderse en su justa dimensión y en el contexto dentro del cual se hace la aseveración, porque lo que se quiso decir por parte de la Corte en el aparte jurisprudencial que se acaba de citar, no es nada diferente a que existe la necesidad de evitar un sorprendimiento a la parte débil del proceso, a cuyo efecto no es permitido -en principio- que el Fiscal a posteriori a un allanamiento a cargos, cambie las reglas del juego e introduzca modificaciones indeseables a lo que tenga que ver con la tipicidad, la pena o a los subrogados. Pero eso es bien distinto a que ambas partes, de común acuerdo y en forma consensuada, esto es, sin posibilidad de sorprendimiento alguno, sólo para hacer uso del principio según el cual “las partes son las primeras llamadas a intervenir en la solución de su propio conflicto”, concreten su pretensión punitiva ante el Juez de conocimiento.

Lo expresado en el aparte jurisprudencial traído a colación por la a quo, bien entendido por supuesto, no es desde ningún punto de vista incompatible con este otro precedente de la misma Corporación de Justicia, que sí trató de una manera específica el tema que ahora concita la atención de la Sala. Obsérvese lo que sobre el particular se sostuvo:
“Que eso sea así no excluye que luego de la formulación de la imputación y del consiguiente allanamiento a ésta, entre fiscal e imputado se lleven a cabo conversaciones para pactar no solo el monto de la rebaja de pena sino el posible reconocimiento de la prisión domiciliaria o la suspensión condicional de su ejecución, la reparación integral a las víctimas, e, incluso, la pretensión punitiva de la fiscalía, como lo establece el artículo 369 del Código de Procedimiento Penal de 2004, con el fin de que lo acordado se incorpore al escrito de acusación junto con el acta de aceptación.

La conveniencia de que se dé espacio a la negociación sobre esos aspectos, en particular al concreto porcentaje de reducción punitiva, es indiscutible. Como manifestación de un proceso penal de partes dentro de un sistema que propicia en todo la extensión de su estructura la participación de los interesados en las decisiones que los afecten en cumplimiento del artículo 2º de la Carta, el allanamiento unilateral a cargos previsto en los artículos 288-3, 293 y 351, no repele los acuerdos o preacuerdos; al contrario, los estimula, pues abre el telón al escenario de involucrar a las partes en la solución del caso, al tiempo que contribuye a obtener pronta y cumplida justicia.

Y más adelante la Corte aclara:

“Si se produce el acuerdo sobre porcentaje de reducción punitiva, forma de ejecución de la pena, reparación a la víctima, todo esto post allanamiento unilateral a la imputación, al dosificar la pena el juez de conocimiento, si encuentra que este fue respetuoso de las garantías fundamentales, no debe acudir al sistema de cuartos previsto en los dos primeros incisos del artículo 61 del Código Penal, de conformidad con el artículo 3º de la Ley 890 de 2004.

Adicionalmente, si la fiscalía hace expresa su pretensión punitiva, la misma debe ser respetuosa tanto del principio de legalidad, esto es, fijada dentro de los límites fijados en la ley para el tipo penal que corresponde según los derroteros plasmados en la formulación de la acusación, como de la exigencia de motivación cuantitativa y cualitativa, para que el juez de conocimiento, si no encuentra objeción por quebranto de garantías fundamentales, pueda llevar lo acordado a la sentencia (art. 370).

Ahora, si el acuerdo posterior al allanamiento unilateral de cargos no se produce porque las partes así no lo quisieron o porque lo omitieron deliberada o inadvertidamente, ha de entenderse, conforme se desprende de la citada sentencia del 14 de marzo de 2006, que defirieron al juez de conocimiento fijar las consecuencias de la aceptación de la imputación producida de esa manera”

Como vemos, la última jurisprudencia en cita está abiertamente en pro de la consunción de ambas figuras -allanamiento y negociación-, pero este Tribunal se permite agregar que efectivamente debe ser así a condición de que no se viole la norma prohibitiva contenida en el inciso segundo del artículo 351 ya indicada, esto es, que no se presente a consecuencia de esa unión una doble concesión indebida de beneficios punitivos. 

Si trasladamos las ideas explayadas al caso concreto, esta Corporación aprecia que las partes lo que quisieron hacer con el preacuerdo posterior al allanamiento fue precisar el monto de la pena a imponer; en otras palabras, buscaron suplir esa función judicial y tenían todo el derecho de hacerlo habida consideración a las particularidades del proceso consensuado que nos rige. Con ese proceder, no violaron la prohibición legal expresa que podría impedir la aprobación de la negociación por parte de la señora Juez de conocimiento, puesto que en realidad la única rebaja de pena que aquí se aplicaría sería la del allanamiento a cargos, sin concurrir con alguna otra disminución punitiva. 

Diferente sería, por ejemplo, si luego de ese allanamiento unilateral la Fiscalía en asocio del procesado asistido por su Defensor, pretendieran agregar por medio de un preacuerdo posterior, a modo de beneficio adicional, la eliminación de una agravante específica del delito contenida en la imputación y con incidencia directa en la punibilidad, porque entonces ahí sí se estaría propiciando indebidamente por esa vía una acumulación de rebajas incompatible con la ley. 

Diremos hasta aquí que no había lugar a negar tajantemente el preacuerdo en los términos en que se hizo por la primera instancia; sin embargo, también encontramos que la forma en que fue redactada la negociación tiene serios vicios que ameritan corrección. Se explica:

Es apenas comprensible, que en uso de ese derecho que la ley les confiere a las partes confrontadas para anteponerse a una dosificación por estimación judicial, deben hacerlo en términos claros, comprensibles y no anfibológicos. Para el caso que nos ocupa, eso no ha ocurrido por doble motivo: 

Lo primero, porque al estar frente a la realización de pluralidad de conductas punibles, es deber de los sujetos procesales indicarle al juez cuál es la pena para cada delito en concreto y a continuación señalar la sanción definitiva que por ese concurso corresponde. Y lo mencionado es indispensable porque sólo así es posible para el funcionario desentrañar si en realidad se cumplieron las reglas aplicables al modelo concursal, concretamente: (i)- cuál fue el tipo penal más grave del cual se partió; (ii)- cuánto es lo establecido para las restantes conductas; (iii)- que no se haya infringido por exceso o por defecto el principio de legalidad de las penas, es decir, que no se aplique una pena por debajo del mínimo ni superior al máximo de la establecida por el legislador; (iv)- que el resultado no supere la suma aritmética de las sanciones individualmente consideradas como lo manda el artículo 31 del Código Penal, y (v)- que no exista violación a los principios de razonabilidad y proporcionalidad en la dosificación. 

En esas condiciones, no era posible finiquitar el preacuerdo con decir simplemente que la pena a imponer por ambos delitos sería la de nueve (9) años y dos (2) meses de prisión, sin adicionar ninguna explicación acerca de la forma o el procedimiento que se siguió para llegar a esa conclusión.

Lo segundo, porque el monto de la pena tasada debía ser reducido en una proporción determinada en atención a la aceptación de cargos, sin que las partes hayan precisado a qué porcentaje se referían, no siendo suficiente con decir, como consta en el escrito de preacuerdo, que: “a la sumatoria aludida se le efectúa el descuento a que tiene derecho, según lo dispone el artículo 351 del elenco procesal penal en la proporción allí consignada”. La pregunta es obligada: ¿a qué proporción se hace referencia?, puesto que tal situación no puede quedar tácita a la espera de ser inferida por la juez de la operación matemática, porque, repetimos, ese procedimiento penológico no se le dio a conocer por las partes a la funcionaria; pero además, porque ya se sabe que la ley habla de un descuento de “hasta el 50%”, que es diferente a una disminución de pena en una mitad exacta. Recordemos que cuando el legislador utiliza el término “hasta” quiere significar que ese es el máximo permitido, pero no necesariamente tiene que ser ese. Ni tampoco puede pensarse automáticamente, que como la aceptación se produjo en la primera salida procesal del imputado, entonces indefectiblemente la juez tiene que deducir que lo acordado por las partes fue ese máximo del 50% y no un porcentaje inferior, porque como bien se sabe, existen situaciones en las cuales ese máximo descuento puede llegar a considerarse excesivo, como ocurre, por ejemplo, con las situaciones de flagrancia según lo tiene decantado la jurisprudencia nacional.
En conclusión,

El Tribunal considera que asiste razón a ambas partes impugnantes cuando afirman que quisieron obrar secundum ius, y declara que el preacuerdo celebrado con posterioridad al allanamiento a cargos es compatible con éste y no debió ser inadmitido como se dispuso por la primera instancia, no sólo porque las partes confrontadas tenían pleno derecho a participar en la mejor solución de su propio conflicto, sino porque en esa conjunción no se violó la prohibición legal de acceder a un doble beneficio punitivo.

Pero adicionalmente, antes de que la señora juez de conocimiento se pronuncie de fondo acerca de su validez legal y constitucional, los interesados están en el deber de precisar su contenido a efectos de una cabal comprensión por parte de la judicatura. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), REVOCA la decisión interlocutoria objeto de apelación, en cuanto inadmitió el preacuerdo celebrado con posterioridad al allanamiento a cargos, y en su lugar dispone que antes de proceder la a quo a efectuar el análisis de fondo acerca de su validez legal y constitucional como corresponde, las partes precisen el contenido de la negociación en los términos aquí indicados para efectos de su adecuada comprensión. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Corte Constitucional, Sentencia T-091 del 10 de febrero de 2006.


� C.S.J., Sentencia de Casación Penal de mayo 04 de 2006, radicación 24.531, M.P. Sigifredo Espinosa Pérez.
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